Sentencia Tutela 2ª Instancia N° 101
Radicación: 661703104002202000022-01
Accionante: Marily Rodríguez León
SE REVOCA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA EDUCACIÓN / CARÁCTER FUNDAMENTAL / DERECHO A LA IGUALDAD / JUICIO INTEGRADO / AUTONOMÍA UNIVERSITARIA / APLICACIÓN Y LÍMITES.
… la estudiante Marily Rodríguez León… acudió ante el juez constitucional en procura de la protección de sus derechos fundamentales a la educación y a la igualdad material que observa vulnerados por parte del claustro universitario al no permitirle el cambio de ESCENARIO para realizar la práctica comunitaria en otra institución que le permita ajustar su carga académica de acuerdo con la contingencia que actualmente se vive por cuenta de la declaratoria de Emergencia Sanitaria por el Covid-19…
Debe indicarse que la evolución social tiene como cimiento la buena educación de su elemento humano, es por ello que para el Estado la garantía de este derecho debe ser prevalente y prioritario, y se hace indispensable que para su normal desarrollo se implementen las herramientas necesarias que permitan una participación activa y equitativa a cada una de las personas e instituciones que en ella intervienen. (…)
En cuanto a la Autonomía Universitaria, se tiene que es un derecho que se ha reconocido a todas aquellas instituciones que tienen por objeto la prestación de servicios educativos superiores, a quienes en principio se les debe respetar la facultad de la que gozan para crear sus estatutos y reglamentos. No obstante, dicha autonomía no es invariable puesto que encuentra sus límites en la garantía de los derechos fundamentales reconocidos por la Carta Política, en especial lo relacionado con el derecho al debido proceso. (…)
Sobre el juicio integrado de igualdad, la Corte Constitucional ha dejado en claro lo siguiente:

“6.5.2. El juicio integrado de igualdad se compone entonces de dos etapas de análisis. En la primera, (i) se establece el criterio de comparación, patrón de igualdad o tertium comparationis, es decir, se precisa si los supuestos de hecho son susceptibles de compararse y si se confrontan sujetos o situaciones de la misma naturaleza. En esta parte, asimismo, (ii) se define si en el plano fáctico y en el plano jurídico existe un trato desigual entre iguales o igual entre desiguales.

“Una vez establecida (iii) la diferencia de trato entre situaciones o personas que resulten comparables, se procede, como segunda parte de este juicio, a determinar si dicha diferencia está constitucionalmente justificada…”
Bajo el test de la igualdad material, la Sala podría concluir que en realidad la Universidad Tecnológica de Pereira no le dio un trato igual a la joven Marily Rodríguez al momento de decidir acerca del cambio de ESCENARIO para realizar la práctica de manera virtual, porque si bien la accionada señaló que una cosa era el cambio de ESCENARIO y otro el de MODALIDAD de práctica -el cual en este caso específico era imposible realizar dadas las circunstancias-, no dijo nada en relación con la posibilidad de un CAMBIO DE ESCENARIO EN LA MODALIDAD DE PRÁCTICA COMUNITARIA… 

En este asunto quedó demostrado que hubo reasignación de estudiantes y aunque estos no se encuentran en la misma MODALIDAD de práctica de la joven Rodríguez León, ella sí recibió un trato diferenciado frente a los demás estudiantes que contaron con la opción de cambio de ESCENARIO, la cual no le fue habilitada a la accionante, muy a pesar que se trata de alumnos del mismo semestre…
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Hora: 7:30 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la ciudadana MARILY RODRÍGUEZ LEÓN, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Dosquebradas (Rda.), a consecuencia de la acción de amparo promovida contra la universidad Tecnológica de Pereira -en adelante UTP-.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea la señora MARILY RODRÍGUEZ se pueden sintetizar así: (i) actualmente cursa el semestre 11 de la Licenciatura de Etnoeducación y Desarrollo Comunitario -programa adscrito a la facultad de Ciencias de la Educación de la UTP-, y con beca de honor por buen rendimiento académico; además cuenta con una calificación por invalidez de la Junta Nacional de Calificación; (ii) para realizar las prácticas del programa -como requisito de grado-, el Acuerdo No 38 de la UTP, en su artículo 8 sobre “modalidades de práctica académica”, consagrada: “práctica pedagógica institucional, práctica pedagógica con comunidad educativa y práctica comunitaria (social)”; (iii) la Universidad por lo regular ofrece la práctica pedagógica institucional; (iv) en febrero 17 de 2020 realizó solicitud de práctica comunitaria, y a su petición recibió una respuesta satisfactoria por parte de la UTP, y aceptó la práctica comunitaria en el barrio “La Mariana”; (v) en marzo 12 la UTP emitió un oficio en el cual mencionaba que la docente CLAUDIA VIVIANA sería la encargada de acompañarla en la asignatura -práctica pedagógica etnocomunitaria-; (vi) realizaron los convenios necesarios para legalizar la práctica comunitaria con la Fundación “Nueva Huella Reparadores de Sueños”, entidad sin ánimo de lucro que interviene en las diferentes poblaciones de la Comuna 9 de Dosquebradas, entre ellos el barrio “La Mariana”; (vii) debido a la coyuntura actual que atraviesan todos los países del mundo por cuenta de la pandemia, y el Decreto No 417 de Emergencia Social del Gobierno Nacional, varias instituciones educativas a nivel nacional han adoptado la virtualidad; (viii) asumió la práctica desde los lineamientos planteados por el Gobierno Nacional y a pesar de no contar con herramientas tecnológicas ha presentado todas las actividades académicas solicitadas por la docente que orienta la asignatura; (ix) en marzo 25 envió un correo electrónico a la docente por el trato diferenciado que le estaba dando a las personas que solicitaban la práctica comunitaria, pero no obtuvo respuesta; (x) la práctica posee unos momentos: “i. Análisis del escenario, ii. Propuesta de intervención educativa, iii. Planeación y redacción de dicha propuesta, iv. Aplicabilidad de la propuesta al escenario de práctica”; (xi) en abril 17 en un encuentro virtual con el Comité de Práctica de la UTP, se dio cuenta que no era posible desarrollar el programa, porque la población a la cual va dirigida es vulnerable -personas mayores de 60 años-, pero cuando presentaron la propuesta no era previsible la calamidad sanitaria que se vive en el país; (xii) posteriormente se enteró que el representante legal de la fundación “Nueva Huella Reparadores de Sueños”, manifestó la imposibilidad de reactivar el programa; (xiii) en abril 27 de 2020 radicó ante la UTP solicitud de reasignación de escenario; (xiv) también se enteró luego que a algunos compañeros les permitieron seguir con la práctica porque la misma se ajustaba a la virtualidad y a otros les reasignaron el escenario de práctica; (xv) igualmente la docente mencionó que los estudiantes que no podían seguir en sus escenarios les asignarían otro, y ese fue el caso de un compañero que realizaba la práctica institucional en el Colegio Deogracias Cardona y lo cambiaron al escenario de la Institución Educativa Combia, sede primaria 2b, en tanto a otro condiscípulo lo cambiaron de la institución Alfonso Jaramillo a la Institución Educativa Combia, y uno más de la Ciudadela Cuba a la Institución Educativa Combia; y (xvi) indagó por qué le han puesto problemas para poder asignarle un escenario educativo diferente, cuando su interés es continuar con la práctica y cumplir los créditos necesarios en la asignatura, sin necesidad de tener que cancelar el semestre; pero la respuesta que recibió por parte de la docente es que debía esperar respuesta del Comité Curricular para ver ellos qué decisión tomaban, oficina que posteriormente negó su pretensión.
Pide la protección de sus derechos fundamentales, a cuyo efecto solicita que se ordene a la UTP reasignar un escenario de práctica en iguales términos y condiciones que los demás compañeros que cursan la misma asignatura, con el fin de cumplir los créditos académicos. 
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Recibida la demanda, el despacho la admitió y corrió traslado a la UTP, y vinculó a la Dirección de Programa Licenciatura en Etnoeducación y Desarrollo Comunitario, lo mismo que a la docente Claudia Hurtado Loaiza. La Universidad se pronunció de la siguiente manera:
- El rector de la UPT solicitó que se declare improcedente la acción de tutela frente a las pretensiones de la accionante, y al respecto argumentó que los otros compañeros a los cuales se refiere la estudiante sí lograron el cambio de ESCENARIO porque están en la modalidad de práctica pedagógica y llevan más de diez semanas en la misma; por el contrario, ella se encuentra en la modalidad de práctica comunitaria, motivo por el cual se le sugirió que se cambiara a la MODALIDAD pedagógica, lo cual no hizo y pretende ahora en destiempo se acceda a un cambio. 
Resalta que la Universidad es un ente autónomo del orden nacional, creada por la Ley 41/58, de régimen especial según lo previsto en la ley 30/92, y en ejercicio de la autonomía constitucionalmente garantizada mediante Acuerdo No 28/03 se aprobó el reglamento estudiantil, glosario que tiene la reglamentación, normativa y procedimientos académicos aplicables a todos sus estudiantes.

Los alumnos de la universidad actúan en el entendido que las condiciones y reglamentos son del fuero institucional y que deben acatarse sin más consideraciones. Al igual que las leyes en la comunidad, existe una reglamentación estudiantil que es imperativo aplicar pues ese es su objeto cuando define y programa las situaciones académicas con anticipación.
3.2.- Vencido el plazo constitucional, el a quo mediante sentencia de mayo 15 de 2020 no tuteló los derechos fundamentales a la igualdad y educación invocados por la señora MARILY RODRÍGUEZ, por cuanto la UTP no ha vulnerado ninguna garantía constitucional, toda vez que la estudiante no se encuentra en similares situaciones a las de sus compañeros, dadas las diferentes MODALIDADES de práctica que se encuentran cursando. El derecho a la educación tampoco se ha vulnerado, como quiera que la Universidad en ningún momento le ha impedido a la estudiante hacer uso de sus instalaciones, y no le ha negado la prestación del servicio. 
4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión, la accionante la impugnó y argumentó que el juez desconoce la doctrina constitucional y hace más gravosa su condición, por cuanto están en riesgo sus derechos fundamentales objeto de discusión, y se prolonga la vulneración de los mismos.
Lo primero es que el juez desconoció la calidad que ostenta de sujeto de especial protección constitucional por tener pérdida de capacidad laboral superior al 50%, ya que desde septiembre 19 de 2019 sufrió un accidente de tránsito el cual le dejó graves secuelas físicas y psicológicas, y desde entonces su vida ha cambiado sustancialmente, situación que es conocida por la UTP.
Al iniciar el semestre era conocedora que para la aprobación de los créditos académicos y para alcanzar el grado, era necesario matricular la asignatura de práctica pedagógicas etnocomunitarias, y por su estado de salud no se sentía en capacidad de realizar las prácticas con un enfoque pedagógico por las extenuantes jornadas académicas que se viven en los colegios, motivo por el cual la elección de un ESCENARIO comunitario no fue por mera liberalidad, pues era la única manera de manejar horarios y trabajar con personas de la tercera edad en actividades.

La jurisprudencia en materia constitucional ha apuntado a la educación inclusiva, para descartar los brotes de discriminación que se pueden generar en la comunidad educativa al interactuar con personas con algún tipo de discapacidad.

Una vez aceptada la práctica comunitaria por parte de la UTP, realizó todas las actividades académicas correspondientes hasta la declaración de Estado de Emergencia por Covid-19, el cual frenó la ejecución del proyecto, situación que no fue predecible para ninguna persona; por tanto, la práctica comunitaria se tuvo que abortar en la parte de la ejecución.

Lo anterior igualmente afecta la situación de otros compañeros que por dificultades en las instituciones educativas donde se encontraban adscritos, por falta de recursos tecnológicos, por tener algunos casos de población de la tercera edad o en algún grado de vulnerabilidad económica, no era posible acceder a las aulas virtuales, y, por tanto, fueron reubicados en otros ESCENARIOS educativos, es decir, que la UTP ante la imposibilidad entregó un espacio diferente a sus compañeros de clase con el fin de ayudarlos a superar la contingencia.

En su caso la aplicación del test de igualdad debe encaminarse en los mismos términos; es decir, que al igual que sus compañeros debe realizar las prácticas desde la virtualidad, pero la diferencia tangencial radica en que la UTP otorgó solución a los demás alumnos y les eliminó barreras en cuanto a la adaptación de los proyectos, pero dicha prerrogativa solamente la concedió a los que se encontraban en la práctica de pedagógica institucional.

Son innumerables los convenios que la Universidad tiene con instituciones, ONG’s, Alcaldías, asociaciones comunitarias, y la casa de la mujer, donde puede estar reasignada y permitirle adecuar el proyecto en los mismos términos de sus pares.
En ningún momento la Universidad le recomendó cambiar la práctica al ESCENARIO pedagógico, esa iniciativa fue propia, y la única recomendación que recibió por parte de la institución es que cancele el semestre, como se puede deducir de la respuesta que recibió en mayo 02 de 2020. Tampoco se puede decir que su solicitud es a destiempo, toda vez que otros compañeros fueron reasignados en mayo 04 de 2020, y no tuvieron que elevar ninguna solicitud para realizar el cambio de ESCENARIO de la práctica, toda vez que la Universidad al detectar la imposibilidad de los mismos de llevarlas a cabo, les gestionó nuevos ESCENARIOS de manera automática.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), acorde con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo opugnado, en cuanto no tuteló el amparo de los derechos fundamentales invocados por la joven MARILY RODRÍGUEZ LEÓN. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidándolo, modificándolo o revocándolo, según se desprende de lo pedido por el recurrente. 
5.2.- Solución a la controversia

La acción de tutela constituye el instrumento válido para que los ciudadanos acudan ante cualquier juez en procura de hacer respetar los derechos fundamentales cuando resulten afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se trate de evitar un perjuicio irremediable caso en el cual el amparo procede de manera transitoria.

De conformidad con la situación fáctica esgrimida en el decurso de la presente acción constitucional, se advierte que la estudiante MARILY RODRÍGUEZ LEÓN matriculada en el semestre 11 del programa de Licenciatura de Etnoeducación y Desarrollo Comunitario de la Universidad Tecnológica de Pereira -U.T.P.-, acudió ante el juez constitucional en procura de la protección de sus derechos fundamentales a la educación y a la igualdad material que observa vulnerados por parte del claustro universitario al no permitirle el cambio de ESCENARIO para realizar la práctica comunitaria en otra institución que le permita ajustar su carga académica de acuerdo con la contingencia que actualmente se vive por cuenta de la declaratoria de Emergencia Sanitaria por el Covid-19; es decir, a través de las herramientas tecnológicas y la virtualidad, como ocurrió con otros estudiantes que igualmente se encuentra en prácticas. 

Como quiera que a dicha pretensión no accedió el juzgado de primer nivel, al considerar que no existía afectación de los derechos fundamentales deprecados, primero porque el caso de los compañeros a los cuales hace referencia la accionante no son similares a su asunto, y segundo porque la Universidad en ningún momento le ha impedido acceder a los servicios académicos que ofrece, la joven MARILY RODRÍGUEZ impugnó el proveído al estimar que no se valoró su condición de persona discapacitada, que su situación se encuentra en iguales condiciones a las de sus otros condiscípulos quienes fueron reasignados en otros ESCENARIOS para la práctica, y que la Universidad desconoce sus derechos a la igualdad y a la educación como quiera que puede reasignar su práctica con otras instituciones con las que tiene convenios.

En relación con dicha situación, la Universidad en su respuesta señaló que los otros compañeros a los cuales se hace referencia, sí lograron el cambio de ESCENARIO porque están en la MODALIDAD DE PRÁCTICA PEDAGÓGICA, en cambio ella se encuentra en la MODALIDAD DE PRÁCTICA COMUNITARIA, y el cambio de MODALIDAD no se puede llevar a cabo en esta etapa del semestre.

Por tanto, surge el siguiente interrogante: ¿afecta la UTP los derechos fundamentales a la igualdad y educación de la joven MARILY RODRÍGUEZ al no reasignarle un ESCENARIO de práctica diferente al actual, como consecuencia del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica decretado por el Gobierno Nacional a causa del coronavirus?

Para resolver ese escollo principal en el caso concreto, la Sala observa conveniente estudiar previamente los siguientes subtemas: (i) el derecho a la educación; (ii) la autonomía universitaria; y (iii) el derecho a la igualdad.

· El derecho a la educación

Debe indicarse que la evolución social tiene como cimiento la buena educación de su elemento humano, es por ello que para el Estado la garantía de este derecho debe ser prevalente y prioritario
, y se hace indispensable que para su normal desarrollo se implementen las herramientas necesarias que permitan una participación activa y equitativa a cada una de las personas e instituciones que en ella intervienen.

Sobre el derecho a la educación, en la sentencia T-465 de 2010 la H. Corte Constitucional expuso:

“[…] 4. El derecho fundamental al goce efectivo de la educación. Reiteración de jurisprudencia. 
La Constitución contempla en sus artículos 67, 68 y 69 lo relacionado con el servicio público educativo, los establecimientos de comunidad educativa, la profesionalización de la actividad docente, la libertad de enseñanza y aprendizaje, la autonomía universitaria, la investigación científica y el acceso a la educación superior. 

[…] Conforme a las características descritas, la Sala encuentra pertinente hacer énfasis en que la educación es un derecho deber que genera obligaciones tanto para las directivas de los planteles educativos como para los estudiantes sin importar el nivel o grado académico en el que se encuentren. Por ejemplo, la institución educativa tiene el deber de ofrecer una enseñanza de calidad, dentro de la finalidad de la institución y sobre todo bajo los presupuestos de la libertad de enseñanza, investigación, aprendizaje y de cátedra, entre otros.   

De otra parte, para el estudiante presupone cumplir con los deberes y obligaciones que en la mayoría de los casos o a nivel básico se encuentran contemplados en el reglamento estudiantil. Así, su inobservancia permite al estudiante o a las autoridades de determinada institución efectuar las reclamaciones o sanciones que correspondan, siempre que se observe y respete el debido proceso, para corregir situaciones que estén por fuera de la Constitución, de la ley o del ordenamiento interno del ente educativo.

En conclusión, el derecho al goce efectivo y fundamental a la educación conlleva obligaciones tanto para el Estado como para las instituciones educativas y los estudiantes, cuya observancia impone a todas las partes del proceso educativo, el deber de cumplir con los requisitos contenidos en los reglamentos. […]”

· La Autonomía Universitaria

En cuanto a la Autonomía Universitaria, se tiene que es un derecho que se ha reconocido a todas aquellas instituciones que tienen por objeto la prestación de servicios educativos superiores, a quienes en principio se les debe respetar la facultad de la que gozan para crear sus estatutos y reglamentos. No obstante, dicha autonomía no es invariable puesto que encuentra sus límites en la garantía de los derechos fundamentales reconocidos por la Carta Política, en especial lo relacionado con el derecho al debido proceso. En relación con el tema, la H. Corte Constitucional ha reiterado:

“14. Así las cosas, uno de los límites que se ha trazado a la actividad autónoma que pueden desarrollar las Universidades, es precisamente el del respeto por el debido proceso, pues esta Corte ha sido clara en establecer que la autonomía no puede, bajo ninguna circunstancia ser sinónimo de arbitrariedad, por esto, es obligatorio que en los reglamentos se señalen las conductas que pueden ser consideradas como faltas, la sanción que eventualmente acarrearían, así como el procedimiento que se debería llevar a cabo en caso de que algún estudiante incurra en una de ellas.

 

El debido proceso, es entonces una garantía que debe estar presente en “toda clase de actuaciones judiciales y administrativas” entre las que se incluyen evidentemente todos los procesos que adelanten las universidades, pues si bien es cierto que estos centros de estudio cuentan con una autonomía reconocida directamente por la Constitución, esto no significa que puedan pasar por alto el ordenamiento jurídico que estipula las bases de su funcionamiento, es decir, que bajo ninguna circunstancia pueden dejar de lado “al conjunto de valores, principios, derechos y deberes constitucionales, [así] como las prescripciones contenidas en la ley”. 

Igualmente se advierte que los reglamentos académicos son una manifestación clara de esa Autonomía Universitaria, pues en estos se establecen por parte de las instituciones de educación superior los derechos y obligaciones toda la comunidad educativa. Al respecto así se ha pronunciado el Alto Tribunal:

“4.2. Los Reglamentos académicos como expresión de la Autonomía Universitaria

[…]
4.2.2. Si bien los reglamentos son una de las formas más claras de expresión del principio de la autonomía universitaria, éste también se convierte en un derecho a favor de la comunidad estudiantil en cuanto se conocen las normas que regulan las situaciones académicas y disciplinarias.  Esta corporación ha señalado que los reglamentos universitarios deben analizarse, entre otras,  bajo una perspectiva de derecho-deber; en el cual “el estudiante puede conocer las opciones y alternativas que contribuyen a definir su futuro en la institución, mostrándole cuales son los derechos, prerrogativas y garantías que le asisten en el ambiente académico; y por otro, le indica las exigencias de la institución, lo que va de la mano con  las obligaciones, deberes y responsabilidades reciprocas”
. 

[…]
4.2.5. La Sala considera pertinente exponer las consideraciones que se han realizado en relación con la naturaleza de los diferentes tipos normativos que se encuentran en los reglamentos académicos. De esta manera, se han diferenciando dos clases de normas; (i) aquellas referidas a situaciones disciplinarias y sancionatorias y (ii) las que regulan asuntos académicos como la exigencia de requisitos para matricularse, mantenerse y/o inscribir nuevas materias.  En relación con el segundo grupo de normas, la jurisprudencia constitucional ha establecido que “con el fin de proteger el derecho al acceso y permanencia del estudiante en el centro educativo, es imperativa la aplicación de los principios de legalidad y de irretroactividad en la aplicación de las normas reglamentarias”
. 

4.2.6. En conclusión, es posible afirmar que las instituciones de educación superior, en el legítimo ejercicio del principio de la autonomía universitaria, tienen pleno derecho de establecer dentro de sus reglamentos estudiantiles los requisitos para la inscripción de materias que consideren necesarios para mejorar la calidad de la educación. Sin embargo, la interpretación y aplicación que se realice de estas normas debe respetar los principios de razonabilidad, legalidad, irretroactividad y en general, los elementos constitutivos del debido proceso. En el evento que alguna actuación de un plantel educativo no se enmarque dentro de los criterios descritos, será procedente y necesaria la intervención del juez de tutela
”.
 
·  El Derecho a la Igualdad

Sobre el juicio integrado de igualdad, la Corte Constitucional ha dejado en claro lo siguiente:

“6.5.2. El juicio integrado de igualdad se compone entonces de dos etapas de análisis. En la primera, (i) se establece el criterio de comparación, patrón de igualdad o tertium comparationis, es decir, se precisa si los supuestos de hecho son susceptibles de compararse y si se confrontan sujetos o situaciones de la misma naturaleza. En esta parte, asimismo, (ii) se define si en el plano fáctico y en el plano jurídico existe un trato desigual entre iguales o igual entre desiguales.
 
Una vez establecida (iii) la diferencia de trato entre situaciones o personas que resulten comparables, se procede, como segunda parte de este juicio, a determinar si dicha diferencia está constitucionalmente justificada, esto es, si los supuestos objeto de análisis ameritan un trato diferente a partir de los mandatos consagrados en la Constitución Política[66]. Este examen consiste en valorar los motivos y razones que fueron expresados para sustentar la medida estudiada y para obtener la finalidad pretendida. Para tal efecto y como metodología se analizan tres aspectos: (a) el fin buscado por la medida, (b) el medio empleado y (c) la relación entre el medio y el fin. Según su nivel de intensidad, este juicio puede tener tres grados: estricto, intermedio y leve. Para determinar cuál es el grado de intensidad adecuado en el examen de un asunto sometido a revisión, este Tribunal ha fijado una regla y varios criterios[67], los cuales se explicarán a continuación.
 
6.5.3. La regla consiste en reconocer que al momento de ejercer el control de constitucionalidad se debe aplicar un test leve, que es el ordinario. Este se limita a establecer la legitimidad del fin y del medio, debiendo ser este último “adecuado para lograr el primero, valga decir, verificar si dichos fin y medio no están constitucionalmente prohibidos y si el segundo es idóneo o adecuado para conseguir el primero”[68].
 
Esta regla se formula a partir de dos importantes consideraciones, por una parte, se encuentra el principio democrático, que obliga a darle un peso importante a la labor de creación del legislador, pues debe permitirse un margen considerable de valoración sobre los asuntos objeto de regulación, a partir de la búsqueda de propósitos que se ajusten a los mandatos de la Carta; y por la otra, la presunción de constitucionalidad que existe sobre las decisiones legislativas, lo que se traduce en que no toda distinción de trato involucra la existencia de un componente discriminatorio. Por ello, la Corte ha reiterado que “la Constitución no prohíbe el trato desigual sino el trato discriminatorio”, al entender que el primero puede ser obligatorio en ciertos supuestos, mientras el segundo establece diferencias sin justificación valida. El test leve busca entonces evitar decisiones arbitrarias y caprichosas del legislador, es decir, medidas que no tengan un mínimo de racionalidad.
 
Este test ha sido aplicado en casos en que se estudian materias económicas, tributarias o de política internacional, o en aquellos en que está de por medio una competencia específica definida en cabeza de un órgano constitucional, o cuando, a partir del contexto normativo del precepto demandado, no se aprecia prima facie una amenaza frente al derecho sometido a controversia.        
6.5.4. La aplicación de un test estricto, como la más significativa excepción a la regla, tiene aplicación cuando está de por medio el uso de un criterio sospechoso, a los cuales alude el artículo 13 de la Constitución, o cuando la medida recae en personas que están en condiciones de debilidad manifiesta, o que pertenecen a grupos marginados o discriminados. También se ha utilizado cuando la diferenciación afecta de manera grave, prima facie, el goce de un derecho fundamental.
Este test ha sido categorizado como el más exigente, ya que busca establecer “si el fin es legítimo, importante e imperioso y si el medio es legítimo, adecuado y necesario, es decir, si no puede ser remplazado por otro menos lesivo”. Este test incluye un cuarto aspecto de análisis, referente a “si los beneficios de adoptar la medida exceden claramente las restricciones impuestas sobre otros principios y valores constitucionales”[69].     
6.5.5. Entre los extremos del test leve y del test estricto, se ha identificado el test intermedio, que se aplica por este Tribunal cuando se puede afectar el goce de un derecho no fundamental, cuando existe un indicio de arbitrariedad que puede afectar la libre competencia económica o en aquellos casos en que la medida podría resultar “potencialmente discriminatoria”[70] en relación con alguno de los sujetos comparados, lo que incluye el uso de las acciones afirmativas. Este test examina que el fin sea legítimo e importante, “porque promueve intereses públicos valorados por la Constitución o por la magnitud del problema que el legislador busca resolver”[71], y que el medio sea adecuado y efectivamente conducente para alcanzar dicho fin.”

· El caso concreto
Como ya se dijo con antelación, la accionante se encuentra en el semestres 11 de la Licenciatura en Etnoeducación y Desarrollo Comunitario, y uno de los requisitos para poder graduarse es cumplir con los créditos de la práctica académica, motivo por el cual presentó su propuesta en la MODALIDAD COMUNITARIA. Sin embargo, como consecuencia del Estado de Emergencia Social, Económico y Ecológico decretado por el Gobierno Nacional, no pudo continuar con la siguiente fase de la práctica, toda vez que el programa que lidera la Fundación “Nueva Huella Reparadores de Sueños”, está dirigida a personas de la tercera edad, y como es bien sabido, ese grupo poblacional vulnerable cuenta con una medida de aislamiento preventivo obligatorio.

De acuerdo con lo anterior, la joven por medio de derecho de petición enviado a la UTP en abril 27 de 2020, le solicitó al claustro la reasignación de ESCENARIO de práctica, con el fin de poder continuar con la misma de manera virtual, toda vez que en la Fundación “Nueva Huella Reparadores de Sueños” era imposible llevarlas a cabo a través de medios tecnológicos. Ante la solicitud de la joven, la Universidad respondió que no estaban dadas las condiciones para empezar a buscar un nuevo ESCENARIO de práctica que cumpla con los requerimientos exigidos, y que además el calendario académico se encuentra vigente. 

A raíz de ello, la accionante MARILY RODRÍGUEZ presentó demanda de tutela por cuanto tiene conocimiento que varios de sus compañeros que realizan las prácticas fueron reasignados a otras instituciones donde sí pueden aplicar la virtualidad, y que esa decisión de la UTP era desigual frente a ella porque pone en riesgo la posibilidad de continuar con la materia, e incluso con la opción de tener que cancelar el semestre. 
Por su parte, la UTP aclaró que efectivamente varios compañeros fueron reasignados de ESCENARIO; pero ese cambio fue posible porque esos estudiantes se encontraban en prácticas en la MODALIDAD PEDAGÓGICA, contrario a la situación de la estudiante MARILY quien lo hace en la MODALIDAD COMUNITARIA.

Muy a pesar de esa explicación, la demandante insiste en señalar que la Universidad tiene la posibilidad de cambiar el ESCENARIO, como quiera que tiene convenios con ONG’s, Alcaldías, asociaciones comunitarias, la casa de la mujer, y otras instituciones afines, pero no le ofreció esa posibilidad y por el contrario le sugirió la cancelación del semestre.

Con todo lo anterior, el Tribunal debe precisar lo siguiente: (i) una cosa es la MODALIDAD y otra el ESCENARIO; la primera es la clase de asignatura elegida por cada alumno, en tanto el ESCENARIO es el lugar elegido para realizar la práctica. La primera es en principio inmodificable, en tanto el segundo puede ser modificado siempre y cuando se den ciertas circunstancias; (ii) es cierto que existen varias MODALIDADES de práctica entre ellas la pedagógica y la comunitaria, pero queda claro que en esta etapa del semestre era imposible cambiar de MODALIDAD; (iii) la accionante solicitó el cambio de ESCENARIO, pero no de MODALIDAD, como así se desprende del derecho de petición que ella aportó a la demanda de tutela; (iv) la respuesta que recibió por parte de la UTP era la imposibilidad de llevar a cabo el cambio de MODALIDAD de práctica, pero nada dijo respecto del cambio de ESCENARIO; y (v) la actora demostró que varios de sus compañeros fueron reasignados de una institución a otra con el fin de que pudieran realizar la práctica pedagógica de manera virtual.
Bajo el test de la igualdad material, la Sala podría concluir que en realidad la Universidad Tecnológica de Pereira no le dio un trato igual a la joven MARILY RODRÍGUEZ al momento de decidir acerca del cambio de ESCENARIO para realizar la práctica de manera virtual, porque si bien la accionada señaló que una cosa era el cambio de ESCENARIO y otro el de MODALIDAD de práctica -el cual en este caso específico era imposible realizar dadas las circunstancias-, no dijo nada en relación con la posibilidad de un CAMBIO DE ESCENARIO EN LA MODALIDAD DE PRÁCTICA COMUNITARIA, es decir, pasar el proyecto de la Fundación “Nueva Huella Reparadores de Sueños”  a otra institución con la cual la UTP tuviese algún otro convenio y que fuera posible realizar la labor de manera virtual. 

En este asunto quedó demostrado que hubo reasignación de estudiantes y aunque estos no se encuentran en la misma MODALIDAD de práctica de la joven RODRÍGUEZ LEÓN, ella sí recibió un trato diferenciado frente a los demás estudiantes que contaron con la opción de cambio de ESCENARIO, la cual no le fue habilitada a la accionante, muy a pesar que se trata de alumnos del mismo semestre y que por motivo de las circunstancias derivadas de la pandemia se vieron forzados a cambiar de ESCENARIO presencial a virtual, o sea a una institución académica con la posibilidad de utilizar los medios tecnológicos disponibles. Luego entonces, el interrogante que surge es: ¿por qué la Universidad no utilizó los mismos recursos para MARYLI.
En tan particulares condiciones, la Corporación considera que la UPT no podía justificar su decisión bajo el principio de la Autonomía Universitaria, toda vez que la misma entidad señaló en la respuesta que rindió al juzgado de primera instancia, que el cambio de ESCENARIO era posible, pero no el cambio de MODALIDAD; y se insiste, aquí se acudió por parte de la estudiante al cambio de ESCENARIO, no al de MODALIDAD. 
Así las cosas, se revocará la decisión proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Dosquebradas (Rda.), y en su lugar se tutelará los derechos fundamentales a la igualdad y educación, y se ordenará a la Universidad Tecnológica de Pereira, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir de la notificación de la sentencia, estudie el cambio de escenario de práctica de la joven MARILY RODRÍGUEZ LEÓN, en la cual su proyecto se ajuste a la virtualidad y pueda cumplir con los créditos que le exige la materia en la modalidad de práctica comunitaria.  
6.- DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Dosquebradas, y se TUTELAN los derechos fundamentales a la igualdad material y a la educación de los que es titular MARILY RODRÍGUEZ LEÓN. 

SEGUNDO: SE ORDENAR a la Universidad Tecnológica de Pereira, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de esta sentencia, estudie el cambio de ESCENARIO de práctica de la joven MARILY RODRÍGUEZ LEÓN, en la cual su proyecto se ajuste a la virtualidad y pueda cumplir con los créditos que le exige la materia en la MODALIDAD de práctica comunitaria.  

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� La Sentencia T-671/06 prescribe al respecto: “La educación es un elemento indispensable para el desarrollo humano, ya que ofrece al individuo bases que le permitirán desempeñarse en el medio cultural que habita, al igual que recibir y racionalizar la información que existe a su alrededor y ampliar sus conocimientos. Es el factor de integración por excelencia, razón por la cual resulta imperativo su reconocimiento como derecho fundamental.”.[…] En la jurisprudencia de esta corporación, además, se ha hecho énfasis en la educación como un derecho personalísimo. Así mismo se considera importante, que de su núcleo esencial haga parte la permanencia en el sistema educativo y que como principal prestador del servicio público de educación, el Estado es quien debe desarrollar y adelantar políticas y gestiones necesarias para que el acceso se facilite y su cubrimiento permita asegurar una adecuada prestación, todo esto, con el fin de cumplir con los postulados de un Estado social de derecho”


� Sentencia T-141 de 2013.


� Corte Constitucional. Sentencia  T – 465 de 2010 


� Ibídem. 


� Corte Constitucional. Sentencia T – 056 de 2011. 


� Corte Constitucional. Sentencia T – 281A de 2012. 


� Sentencia C-104/16





Página 2 de 13

